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 REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA 

 

 

Popayán, seis (06) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Magistrado Ponente: JAIRO RESTREPO CÁCERES 

 

 

Expediente No.:  19001 23 33 005 2021 00273 00 

Demandado:   CONTRALORÍA GENERAL DEL CAUCA 

Medio de Control:  CONTROL AUTOMÁTICO DE LEGALIDAD 

 

 

Auto Interlocutorio No. 128 

 

 

Procede el Despacho a emitir pronunciamiento en punto del reparto del asunto 

de la referencia, frente al control automático de legalidad del Acto 

Administrativo contenido en el fallo de responsabilidad fiscal No. 1 del 09 de 

marzo de 2021, expedido por el Director Técnico de Responsabilidad Fiscal y 

Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General del Cauca. 

 

Justipreciado el contenido del correo electrónico del ente de control a través del 

cual se remitió el mencionado proveído (junto con el expediente de 

responsabilidad fiscal No. PRF-0| 1-18), se observa que se pretende su examen por 

vía del control inmediato de legalidad al tenor de lo normado en el artículo 136 

de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 23 de la Ley 2080 de 2021. Al 

respecto, cabe mencionar que el artículo 23 de la Ley 2080 de 2021, prevé: 

 
“ARTÍCULO 23. Adiciónese el artículo 136A a la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

 

Artículo 136A. Control automático de legalidad de fallos con responsabilidad 

fiscal. Los fallos con responsabilidad fiscal tendrán control automático e integral de 

legalidad ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, ejercido por salas 

especiales conformadas por el Consejo de Estado cuando sean expedidos por la 

Contraloría General de la República o la Auditoría General de la República, o por 

los Tribunales Administrativos cuando emanen de las contralorías territoriales. 

 

Para el efecto, el fallo con responsabilidad fiscal y el antecedente administrativo 

que lo contiene, serán remitidos en su integridad a la secretaría del respectivo 

despacho judicial para su reparto, dentro de los cinco (5) días siguientes a la firmeza 

del acto definitivo.” 

 

Por su parte, el artículo 45 Ibídem, reguló el tópico correspondiente al trámite del 

control automático de legalidad, así: 

 
“ARTÍCULO 45. Adiciónese el artículo 185A a la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

 

Artículo 185A. Trámite del control automático de legalidad de fallos con 

responsabilidad fiscal. Recibido el fallo con responsabilidad fiscal y el respectivo 

expediente administrativo, se surtirá lo siguiente: 

 

1. Mediante auto no susceptible de recurso, el magistrado ponente admitirá el 

trámite correspondiente, en el que dispondrá que se fije en la secretaría un aviso 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#136A
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#136A
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#185A
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#185A
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sobre la existencia del proceso por el término de diez (10) días, durante los cuales 

cualquier ciudadano podrá intervenir por escrito para defender o impugnar la 

legalidad del acto administrativo, así mismo en el auto admisorio se correrá traslado 

al Ministerio Público para que rinda concepto dentro del mismo término; se 

ordenará la publicación de un aviso en el sitio web d la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo; así como la notificación al buzón de correo electrónico 

dispuesto para el efecto, a quien según el acto materia de control, hubiere sido 

declarado responsable fiscal o tercero civilmente responsable y al órgano de 

control fiscal correspondiente. 

 

2. Cuando lo considere necesario para adoptar decisión, podrá. decretar las 

pruebas que estime conducentes, las cuales se practicarán en el término de diez 

(10) días. 

 

3. Vencido el término de traslado o el período probatorio, cuando a ello hubiere 

lugar, el magistrado ponente. registrará el proyecto de fallo dentro de los diez (10) 

días siguientes a la fecha de entrada al despacho para sentencia. 

 

4. La sala de decisión proferirá sentencia dentro de los veinte (20) días siguientes al 

registro del proyecto de fallo, que incluirá, entre otros, el control de legalidad sobre 

la inhabilidad derivada de la inclusión en el Boletín de Responsables Fiscales la cual 

se entenderá suspendida hasta el momento en que sea proferida la sentencia 

respectiva. Si encontrare que se configuró alguna de las causales de nulidad 

previstas por el artículo 137, así lo declarará y adoptará las demás decisiones que en 

derecho correspondan. La sentencia proferida en ejercicio del control automático 

se notificará personalmente a la contraloría, a quien hubiere sido declarado 

responsable fiscal o tercero civilmente responsable, y al Ministerio Público, al buzón 

de correo electrónico dispuesto para el efecto; y por anotación en el estado, a los 

demás intervinientes y será susceptible de recurso de apelación que será decidido 

por salas especiales conformadas por la corporación competente, en caso de que 

el fallo de primera instancia sea proferido por el Consejo de Estado la apelación 

será resuelta por una sala especial diferente a aquella que tomó la decisión. La 

sentencia ejecutoriada en ejercicio del control automático tendrá fuerza de cosa 

juzgada erga omnes y se notificará en la forma dispuesta en el presente numeral.” 

 

En punto de lo anterior, es de resaltar que el H. Consejo de Estado en Auto de 

Unificación del 29 de junio de 2021 dictado dentro del asunto identificado bajo el 

radicado No. 11001031500020210117501, estimó que la aplicación del medio de 

control automático de legalidad de los actos administrativos que declaran la 

responsabilidad fiscal, regulados en los artículos 23 y 45 de la Ley 2080 de 2021, 

era incompatible con los artículos 29, 229 y 238 Superiores y, como consecuencia 

de lo anterior, también reñían con el artículo 13 ibidem. Asimismo, estableció que 

dichos normados eran contrarios a los artículos 2.°, 8.1, 23.2, 24 y 25.1 de la CADH, 

y con la sentencia de la Corte IDH del caso Petro Urrego vs Colombia del 8 de 

julio de 2020; así, consideró que en casos como los del sub judice, era posible 

aplicar la excepción de inconstitucionalidad. Dijo el Alto Tribunal: 

 
“(…) 

24. La CGR sustentó el recurso contra el auto impugnado con el argumento de que 

no era procedente aplicar la excepción de inconstitucionalidad, toda vez que el 

control automático de legalidad de los actos administrativos que declaran la 

responsabilidad fiscal tiene fundamento directo en el artículo 267 de la Constitución 

y porque esta es una función que le compete exclusivamente a la Corte 

Constitucional. En ese sentido, aseguró que en este asunto lo que se aplicó fue una 

excepción de ilegalidad frente a una norma constitucional. Al respecto, esta Sala 

estima que no le asiste razón a la entidad apelante, en la medida en que no es 

cierto que el medio de control en estudio tenga sustento inmediato en el precepto 

constitucional antes referido, pues este, frente al tema, se limita a señalar lo 

siguiente: «El control jurisdiccional de los fallos de responsabilidad fiscal gozará de 

etapas y términos procesales especiales con el objeto de garantizar la recuperación 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr003.html#137
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oportuna del recurso público. Su trámite no podrá ser superior a un año en la forma 

en que lo regule la ley».  

 

25. De esa manera, tal y como lo señaló el consejero ponente del auto impugnado, 

de esa disposición constitucional no se desprende necesariamente que el control 

jurisdiccional de los actos administrativos que declaran la responsabilidad fiscal 

deba ser automático y oficioso, tal y como fue configurado legislativamente el 

medio de control que se analiza, pues este precepto, a lo único que se refiere, es a 

que el examen de legalidad de esos actos administrativos debe surtirse mediante un 

proceso con etapas y términos especiales, cuyo trámite no puede ser superior a un 

año según los parámetros que determine la ley, y que su finalidad es garantizar la 

recuperación oportuna del recurso público.  

 

26. En efecto, basta con recordar que el ya derogado artículo 148A del CPACA, que 

fue introducido en esa codificación por el artículo 152 del Decreto Ley 403 de 2020, 

el cual desarrolló el Acto Legislativo 04 de 2019 y, por ende, el artículo 267 de la 

Carta que fue modificado por este, preceptuaba únicamente que el control 

jurisdiccional de los actos administrativos que declaran la responsabilidad fiscal 

tendría un trámite preferencial respecto de otros procesos que se adelantan ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo y que su decisión, incluida la segunda 

instancia, no podía demorar más de un año. De lo anterior no puede deducirse que 

el control jurisdiccional debía ser oficioso, automático y sumario, tal y como quedó 

consagrado en los artículos 23 y 45 de la Ley 2080 de 2021. Además, como ya se 

advirtió, en el proyecto de ley de reforma a la Ley Estatutaria de Administración de 

Justicia se modifica el artículo 185A del CPACA, para disponer un trámite abreviado 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho cuando se trate de 

demandas en contra de los actos administrativos de carácter particular de los que 

aquí se estudian, lo cual, prima facie, también constituye una de las múltiples 

posibilidades de desarrollo legal del artículo 267 de la Constitución. En conclusión: 

No tiene razón la CGR cuando insiste en que el «control automático» regulado en los 

artículos 23 y 45 de la Ley 2080 es una consecuencia ineludible del texto 

constitucional consagrado en el Acto Legislativo 04 de 2019.  

 

27. Así, es posible constatar que las normas que se inaplicaron en el auto recurrido 

fueron los artículos 23 y 45 de la Ley 2080, que tienen rango legal, y que, por ello, de 

acuerdo con las consideraciones previamente enunciadas, pueden dejarse de 

aplicar en casos concretos en virtud del control difuso de constitucionalidad que 

deben ejercer los jueces de la República. En ese sentido, para inaplicar esas 

disposiciones legislativas no era necesario, como lo aseguró la CGR, acudir al 

control concentrado que le compete a la Corte Constitucional, y tampoco puede 

afirmarse que se haya aplicado la excepción de ilegalidad, puesto que esas 

disposiciones no provienen de un acto administrativo, que es la clase de norma 

frente a la cual procede esta figura, de conformidad con lo preceptuado en el 

artículo 148 del CPACA.  

(…)” 

 

En igual sentido, sobre el tiempo en el que debe empezar a computarse el 

conteo del término de la caducidad, consideró: 

 
“(…) 

59. En todo caso, partiendo de la base de que el fallo de responsabilidad fiscal es un 

acto administrativo de contenido particular y concreto, el cual puede ser 

demandado por quienes gocen de legitimación en ejercicio del medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho, y que este está sujeto al término de 

caducidad de cuatro meses previsto en el numeral 2.° del artículo 164 del CPACA, la 

Sala Plena decidirá en la parte resolutiva de esta providencia que frente a los actos 

de este tipo que han sido proferidos durante la vigencia de los artículos 23 y 45 de la 

Ley 2080 de 2021, el término para que opere la caducidad en esta materia 

solamente empezará a contar, en cada caso particular, a partir del momento en el 
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que quede en firme el auto que decida declarar la excepción de 

inconstitucionalidad. 

(…)”  

 

Por lo descrito, teniendo en cuenta las consideraciones de la Alta Corporación de 

lo Contencioso Administrativo en el proveído en cita conforme las cuales es 

posible dejar de aplicar los postulados de los artículos 23 y 45 de la Ley 2080 de 

2021 a través de la excepción de inconstitucionalidad por aplicación del control 

difuso de constitucionalidad, este Tribunal se abstendrá de avocar conocimiento 

en el Control Automático de Legalidad de la referencia, disponiendo, eso sí, 

como también lo hubiere hecho el H. Consejo de Estado en la providencia en 

cita, que el término de caducidad para formular el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho únicamente empezará a operar a partir del 

momento en que quede en firme el presente auto.  

 

En mérito de lo expuesto, SE DISPONE: 

 

PRIMERO: APLICAR la excepción de inconstitucionalidad de los artículos 23 y 45 de 

la Ley 2080 de 2021 y NO AVOCAR conocimiento del control automático de 

legalidad del fallo con responsabilidad fiscal No. 01 del 09 de marzo de 2021, 

expedido por el Director Técnico de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción 

Coactiva de la Contraloría General del Cauca.” 

 

SEGUNDO.- Contra el aludido acto administrativo general, procede el control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, con arreglo a lo normado en el CPACA y 

demás normas concordantes. 

 

TERCERO.- DISPONER que el término para que opere la caducidad del medio de 

control de nulidad y restablecimiento que procede contra actos administrativos 

que declararon la responsabilidad fiscal que han sido proferidos durante la 

vigencia de los artículos 23 y 45 de la Ley 2080 de 2021, solamente empezará a 

contar a partir del momento en el que quede en firme el presente auto. 

 

CUARTO.- Por intermedio de la Secretaría General de esta Corporación, se 

comunicará la presente decisión en los avisos a las comunidades del portal web 

de la Rama Judicial – Tribunales Administrativos – Tribunal Administrativo del 

Cauca, y por medios electrónicos, a la Contraloría General del Cauca. 

 

QUINTO.- Una vez ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

El Magistrado, 

 

 
 

JAIRO RESTREPO CÁCERES 
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